Tribunal:  Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, sala I(CNCiv)(SalaI) 

Fecha:  11/08/2005 

Partes:  Leone, Jorge N. c. Maquieira, Jorge S. 

TEXTO COMPLETO: 

2ª Instancia. - Buenos Aires, agosto 11 de 2005.

¿Se ajusta a derecho la sentencia apelada? 

El doctor Ojea Quintana dijo:

La sentencia dictada a fs.332/3 rechazó la demanda interpuesta por Jorge Néstor Leone. Contra ella interpuso este último recurso de apelación, fundado a fs.353/7 y contestado por la contraria a fs. 364/8.

El actor sostuvo en la demanda que en julio del año 1998 hizo un préstamo de U$S10.000 a Jorge Sabino Maquieira, quien se obligó a restituirlo en el plazo de un año. Asimismo, que en octubre del año 2000 Maquieira le devolvió la suma de U$S1000, adeudando desde entonces la suma de U$S9000, cuyo cobro reclama. También dice que en el mes de octubre del año 2000 el demandado le envió ocho cheques de terceros por un valor total de $4000, pero en tanto se apartaban groseramente de los plazos y montos convenidos y no estando los cheques endosados por el deudor, los rechazó.

El mutuo, fundado en estrechas relaciones de amistad, no fue instrumentado por escrito. No obstante, acompaña a los efectos probatorios distintos e-mails y faxes que dice haber intercambiado con el demandado y que probarían el referido contrato.

El demandado, por su parte, niega todos los hechos expuestos por el actor en la demanda, la entrega de dinero en calidad de préstamo y en particular el valor probatorio que pretende asignar el actor a los e-mails y faxes que acompaña.

Luego de ponderar la prueba colectada en autos, la juez a quo consideró que el actor no logró acreditar la existencia del mutuo y rechazó la pretensión incoada, motivando con ello los agravios del actor que pasaré a analizar.

Conviene detener el análisis en la prueba referida a la existencia misma del contrato que se invoca, pues ésta y no otra es la cuestión controvertida en el caso.

El art. 2246 del Código Civil dispone que "el mutuo puede ser contratado verbalmente; pero no podrá probarse sino por instrumento público o instrumento privado de fecha cierta, si el empréstito pasa del valor de diez mil pesos" (texto según ley 17.940).

Aunque es claro que esta limitación, sólo se aplica a las relaciones con terceros, pues entre las partes rigen los principios generales de los arts. 1191 y 1192 del Código Civil (Guillermo A. Borda, "Contratos", T.II, n 2090 y sus citas; Bueres, Alberto J. y Elena I. Highton, T. 4E, análisis del art. 2246, pag. 362 y sgtes. en "Código Civil y normas complementarias. Análisis doctrinario y jurisprudencial").

Desde esta óptica entraré a analizar la prueba traída por el actor, sobre quien pesa la carga de acreditar la existencia del contrato que invoca como celebrado verbalmente con el demandado (art. 377 del Código Procesal).

Cabe destacar la fragilidad de la prueba aportada, pues si bien es cierto que a fs. 7/13 se acompañan las copias de los e-mails que se dicen intercambiados por las partes, no existe prueba sobre la autenticidad de los correos electrónicos atribuidos a Maquieira, enviados a través de la casilla que se le adjudica.

En primer lugar, porque "Ciudad Internet" en su calidad de proveedora del servicio de internet atribuida a Maquieira informa que la casilla mencionada pertenece a una persona distinta -la Sra. Ana Kairuz de Maquieira-, aparentemente su esposa. Y en segundo lugar, porque si bien la empresa Exo, a través del acta de constatación y la informativa de fs.130 da cuenta de la autenticidad de los correos enviados y recibidos por Leone, no puede decirse lo mismo sobre los mensajes enviados por Maquieira, ya que la referida empresa "Ciudad Internet" manifiesta la imposibilidad de cumplir lo requerido por faltarle un dato necesario para ello. Y aun cuando es cierto que el demandado no aportó el dato requerido, también lo es que el actor tenía a su alcance otros medios para acreditar fehacientemente la autenticidad de los mencionados correos, como ser el secuestro del disco rígido con carácter cautelar o el ofrecimiento de perito especializado en la materia.

No se trata de restar valor probatorio a este medio de prueba sino de señalar su insuficiencia en los términos pretendidos. Y digo esto porque a mi juicio, la informativa de fs.130 que quedó incumplida era un extremo insoslayable para tener por auténticos a los documentos mencionados, ante la ausencia de otra prueba que -indudablemente- hubiera arrojado mayor luz sobre este extremo.

Tengo en cuenta para esto que estamos frente a una figura novedosa, cuya equiparación con los instrumentos privados que regula el art. 1012 del Código Civil se encuentra obstaculizada por la ausencia de firma.

De todos modos, la ausencia de este requisito, que la ley estipula esencial para la configuración de un instrumento privado, no impide que pueda considerarse al e-mail en los términos del art. 1190 inc. 2 ) como "instrumento particular no firmado" a los fines de acreditar la existencia de un contrato o bien como "principio de prueba por escrito" en los términos del art. 1191 Código Civil. 

En tal sentido se ha dicho que "en nuestro derecho, para poder probar la existencia de un contrato, si la ley requiere una forma determinada para su celebración, no podremos probarlo si no estuviere hecho en la forma prescripta, a excepción de que existiera principio de prueba por escrito en los contratos que pueden hacerse por instrumento privado (art. 1191 C.C.), esto es, por instrumentos particulares no firmados, por confesión de parte -judicial y extrajudicial-, por juramento judicial, por presunciones legales o judiciales y por testigos" (Luis Mauricio Gaibrois, "Un aporte para el estudio del valor probatorio del documento electrónico", J.A. 1993-II-956).

Agrega el autor citado que "el documento electrónico puede presentarse en juicio a los efectos de probar un contrato, siempre que emane del adversario y haga verosímil el hecho litigioso; todo ello claro está, cuando el cúmulo de las restantes pruebas, examinadas todas a la luz de la sana crítica procesal, determine que el juez le acuerde autenticidad.

Y esto, considero, es lo que no ha ocurrido en la especie y me lleva a tener por no probado el contrato que invoca el actor. El demandado negó desde un primer momento la autoría que pretende atribuírsele y falta la debida autenticación de los mismos.

Pero aun soslayando este requisito formal, existen otras circunstancias que impiden robustecer lo que -por lo dicho- sólo se presenta como un indicio. Por un lado, la sociedad de hecho que parecían integrar actor y demandado en actividades vinculadas con el negocio de importación de productos y que se pone de relieve en el acta de constatación ya mencionada. Nótese que es el propio Leone quien manifiesta al escribano que "el requerimiento lo motiva la sociedad de hecho de la cual son integrantes ambos". A ello se suma el reconocimiento que efectúa el actor al absolver posiciones de haber gestionado juntos la compra de un caballo (ver pos.3ra.).

Todo ello lleva a presumir que la relación de ambos incluía gestiones comerciales, cuya existencia a su vez, pone en duda que los intercambios epistolares respondieran a la causa invocada por el actor.

En cuanto a las notas que según Leone le fueron remitidas por Maquieira, cabe hacer algunas ponderaciones. En primer lugar, la única que podría ser conducente y que se relaciona con lo pretendido en la demanda es la obrante a fs. 64 -cuya firma fue considerada auténtica por el perito calígrafo- en tanto allí se pone de manifiesto que se envían ocho cheques por un importe total de $4000 quedando el saldo restante de $5000 pendiente de pago. Mas esto no es suficiente, pues la falta de fecha en el instrumento impide poder relacionarlo con lo pretendido. A ello se suma la expresión puesta al pie del documento: "las expectativas que teníamos en el concurso del sol de mayo no se cumplieron según lo esperado. Y esto nos demora toda nuestra planificación", que deja la misma incertidumbre acerca de la causa de la deuda y su correspondencia con lo pretendido.

En cuanto a la obrante a fs. 65/6, nada aporta, pues los importes consignados no se corresponden en absoluto con los reclamados ni aun con los planes de pago que denunció el actor venían gestionándose. Por lo demás, es cierto que el cuerpo principal del documento donde consta el supuesto reconocimiento de la deuda no está firmado.

Por último, la entrega de los cheques que dice el actor le alcanzó el demandado, pretendiendo relacionarlos con la nota ya mencionada de fs. 26, no conduce a una conclusión distinta. 

En primer lugar, los cheques que pertenecen a un tercero -Laura Delfina M. Brandariz- y que supuestamente habrían sido entregados por el demandado, fueron negados desde un primer momento por éste último y está claro que incumbía al actor la prueba de que ellos fueron entregados por Maquieira como parte del pago parcial de la supuesta deuda.

El actor pretende relacionarlos con el e-mail cuyo texto luce a fs. 7/8, que instrumentaría la propuesta de pago en ocho cheques. Mas falta correspondencia temporal si se advierte que el e-mail lleva fecha 11 de mayo de 2001 y dos de los cheques (ver fs. 56 y 57) fueron confeccionados el 15 de diciembre de 2000 y los restantes, si bien salvados, tienen la fecha 15 de diciembre de 2001 sobrescrita.

Por todo ello, estimo que el actor no ha logrado acreditar el extremo fundante de su pretensión y por lo tanto no cabe sino confirmar el rechazo de demanda.

En cuanto a las costas, impuestas al actor en el fallo apelado, no se brinda ningún fundamento de peso que lleve a prescindir del principio objetivo de la derrota. De manera que lo decidido en este punto también debe ser confirmado.-

Por razones análogas, los doctores Borda y Ponce adhieren al voto que antecede.-

Por lo que resulta de la votación sobre la que instruye el acuerdo que antecede, se resuelve: 1) Confirmar la sentencia apelada; 2) imponer al actor las costas de esta instancia (art. 68 del Cód. Procesal).

Para conocer en las apelaciones de honorarios de fs. 335 y 336, atento lo que surge de las constancias de autos, la labor profesional apreciada en su calidad, eficacia, complejidad, importancia y extensión, la naturaleza del asunto, las etapas cumplidas, el resultado obtenido y las demás pautas establecidas en los arts. 1, 6, 7, 9, 10, 19, 37, 38 y concordantes de la ley 21.839, modificada por la ley 24.432, los honorarios regulados a los letrados apoderados de la parte demandada resultan reducidos, razón por la cual se elevan a la suma de $4050 los correspondientes al Dr. A. H. M. C. y a la suma de $425 los correspondientes al Dr. M. A. M..

Por la actuación en la alzada, regúlanse los honorarios de los letrados patrocinantes del actor, Dres. R. C. M. y J. M. S. K., en conjunto, en la suma de $825 y los del letrado apoderado del demandado, Dr. A. H. M. C. en la suma de $1345 (art. 14, ley 21.839). - Julio M. Ojea Quintana. - Delfina M. Borda. - Carlos R. Ponce.

